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    Al terminar de leer la última página del muy documentado libro Chuzadas: ocho años de espionaje y barbarie del acucioso periodista Julián F. Martínez, en el ambiente queda la pregunta de cómo fue posible que en los albores del tercer milenio cuando la humanidad ha intentado superar los horrores y arbitrariedades de los déspotas, pudieran ocurrir en Colombia tantas cosas sucias, siniestras y criminales, como de las que fueron capaces los agentes del gobierno de la “seguridad democrática” presidido por Álvaro Uribe Vélez.


    Está visto que todos los gobiernos del planeta, sin excepción, acuden al uso de la inteligencia como auxiliar para tomar decisiones y para defenderse de las amenazas que los acechen. Cuando un gobierno hace uso legítimo y ponderado de ese poderoso instrumento que es la inteligencia pensando en la perpetuación de las libertades públicas, no pierde su cauce ni su condición de democrático; empero, cuando la inteligencia se usa como forma de espionaje indiscriminada contra los críticos, opositores, periodistas o enemigos personales, se cruza el umbral del sendero sin retorno de la dictadura y del infierno de la tiranía. Es la diferencia crucial entre los conceptos de la fuerza y la violencia, que distingue a los demócratas de los sátrapas.


    En muchas ocasiones conversando con amigos y colegas argentinos me negué a creer sus versiones de que mientras la dictadura militar mataba y robaba bebés, sus compatriotas ignoraban lo que estaba ocurriendo; según ellos fue necesario que caída la represión se abrieran los canales de la verdad que permaneció oculta tanto tiempo. Para lo que no estaba preparado —y creo que esa es la misma situación de muchos colombianos— era para tener que reconocer que en nuestro país pudieran ocurrir hechos tan deleznables como los que fueron ejecutados desde las más altas esferas del poder, todo en nombre de una ampulosa y falsa “seguridad democrática”. Ese es el principal aporte del libro que hoy entrega Julián F. Martínez, porque descubre de cuerpo entero todo lo que fueron esos ocho años de dictadura silenciosa y de permanente atropello de las libertades públicas.


    Lo primero que revela con detalles convincentes el libro que me honro en prologar, es el fraude electoral que con el auspicio de las Autodefensas Unidas de Colombia hizo posible el triunfo en primera vuelta de Álvaro Uribe Vélez. Es posible que convocada una segunda vuelta, también hubiere ganado, pero en todo caso, ahora sabemos que ese triunfo no sólo no fue legítimo sino que estuvo manchado para siempre por el apoyo de unos criminales.


    La infame cruzada oficial contra todas las ONG defensoras de derechos humanos, a sus abogados, en particular al Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo, extravió al régimen de entonces y en vez de ganar la guerra contra los rebeldes alzados en armas, para lo cual había sido elegido, fraguó otra contienda horrorosa contra quienes convivían en el respeto de la Constitución y la ley. Creyó que todo le era permitido con tal de hostigar a quienes convirtió en sus enemigos mortales por la sola circunstancia de que no pensaban igual que el presidente de turno y su peligrosa banda de áulicos.


    Para satisfacer a Uribe Vélez el Departamento Administrativo de Seguridad (DAS), esa agencia civil de inteligencia dependiente del presidente cuya razón de ser en el espectro institucional era la de proteger al gobernante de conspiraciones y complots, se transformó en una peligrosa máquina de espionaje y de muerte. No hubo vida privada de alguien “sensible” para el régimen que no despertara el interés de los detectives ni la atención de la inteligencia técnica. Pero, ahora, gracias al libro de Julián F. Martínez nos enteramos de que el DAS no estuvo solo en esa empresa deshonesta pues contó con el apoyo —ingenuo o calculado, pero en todo caso apoyo— de organizaciones tan ajenas a los avatares de la guerra y de la política misma como Datacrédito y la Central de Información Financiera (CIFIN), y, quien lo creyera, hasta del mismo Banco de la República, sucesos todos que han pasado inadvertidos no obstante su suprema gravedad. Por ese camino lo que revela este libro es que la agencia de inteligencia tuvo acceso a secretos bancarios de personas y compañías que gratuitamente graduó de enemigos sin serlo. Naturalmente, suscita pánico saber que entes de tanto prestigio y credibilidad se hubiesen sumado a esa orgía de ultrajar la vida privada de quienes señalaba el régimen.


    Pero allí no pararon las arbitrariedades. Fue tal la sevicia que el DAS se especializó en la técnica del acoso y la presión sicológica para torturar a través de amenazas cuidadosamente tejidas siguiendo el tenebroso libreto de un instructivo. Aún hoy esa página vergonzosa sigue sin doblarse porque la justicia investiga a quienes a través de estos mecanismos se empeñaron en desviar la investigación por el crimen del humorista Jaime Garzón.


    Y en esa locura desenfrenada de espiar a todos por las razones más nimias, el DAS se atrevió a cruzar las fronteras para hacer inteligencia en países amigos, como en España y Bélgica, asuntos que también hoy siguen pendientes de ser juzgados en esas latitudes. Para no ir muy lejos, Uribe Vélez enfrenta una querella penal por causa de esta “Operación Europa”, que como en las mejores épocas del stalinismo soviético que persiguió a sus críticos en los confines del universo, se desató desde la sede del poder en Colombia.


    El trabajo juicioso de Martínez no ahorró esfuerzo a la hora de ocuparse de descubrir la estrategia de la difamación como elemento para debilitar y vencer al contradictor. El complot para desprestigiar a Iván Velásquez, el magistrado auxiliar de la Corte Suprema de Justicia que investigaba la parapolítica tan cercana al grupo político que se sentó en la Casa de Nariño por ocho años, quedará escrita como una de las peores lecciones de inmoralidad política. Lo mismo puede decirse del impresionante relato que trae este libro de cómo el DAS primero intentó aniquilar moralmente al muy distinguido profesor Alfredo Correa de Andreis, a quien con calumnias y falsos testigos hizo prisionero de una justicia venal, pero cuando el ilustre académico derrumbó las falacias, lo ejecutaron en las calles de Barranquilla. Y todo eso en nombre de la “seguridad democrática”. Con la misma sevicia, comunicadores que no estuvieron arrodillados durante este oscuro periplo institucional, como el caso de Daniel Coronell, es comentada con precisión sustentada en este libro que estaba haciendo falta en las librerías y en las mesas de los estudiosos.


    Las más descaradas e impensables alianzas del gobierno con organizaciones paramilitares, como la de la operación “Ciclón”, son también tratadas con acierto y contundencia en este trabajo que no deja nada sin saberse del “buen muchacho” Jorge Noguera, el primer director del DAS de un gobierno que, como el de Uribe Vélez, se dio el lujo de que todos y cada uno de quienes dirigieron esa agencia civil de inteligencia durante los ocho años de nefasto gobierno, de una u otra manera están involucrados en severas investigaciones judiciales, cuando no condenados, como en el caso de la tristemente célebre primera mujer en acceder a ese cargo, la señora María del Pilar Hurtado.


    Hay una revelación que trae Julián F. Martínez que, he de confesar, me estremeció, como seguramente le ocurrirá a muchos de los lectores de este libro. En efecto, según un informe de uno de los implicados en esta época gris y sangrienta “las interceptaciones ilegales del DAS se ejecutaron con la colaboración permanente de empresas de telefonía celular”, pues el funcionario que rindió este informe se ufanaba de que durante su gestión se fortalecieron “las relaciones institucionales con MOVISTAR y la entonces COMCEL (hoy Claro)”. Es una lástima que los directivos de esas poderosas multinacionales en vez de explicar en qué consistieron esas relaciones con el DAS, hubieran remitido a Julián F. Martínez a la Asociación de la Industria Móvil de Colombia (Asomóvil), ente gremial de los operadores celulares que tampoco atendió las peticiones del autor de este libro y optó por el silencio. La justicia tiene la palabra y los colombianos el derecho a la verdad.


    La “empresa criminal” que se concibió y ejecutó desde el DAS durante los años de la “seguridad democrática”, no es un fábula en el libro de Julián F. Martínez, sino una lacerante realidad que seguirá pidiendo preguntas y explicaciones. El autor logra demostrar que en esos años ni hubo seguridad, ni menos democracia.


    Sin duda, el libro no sólo es un excelente documento periodístico, sino un impresionante aporte a la historia contemporánea de una sufrida Colombia que a pesar de todo aún sueña con la paz. El trabajo no es un catálogo de piezas procesales de expedientes empolvados, como suelen ocurrir con algunos de estos esfuerzos. Aquí en un estilo ágil se proporcionan al lector datos impresionantes, muchos hasta ahora desconocidos. Julián F. Martínez ha honrado su profesión de periodista, porque a sus destrezas como investigador de grandes temas agregó lo mejor de su pluma de experimentado comunicador.


    Estas páginas deberían ser lectura obligada en las universidades y centros del pensamiento, no para que crezca más la polarización y el odio, sino para que las nuevas generaciones de una vez por todas aprendan lo que le ocurre a una Nación que se extravía en el manejo de la inteligencia, y no se aventuren a que esta desgracia se repita en el futuro.


    Ramiro Bejarano Guzmán* 
Bogotá, 1 de noviembre de 2015


    
      * Es un abogado colombiano, especialista en derecho procesal, egresado de la Universidad Externado de Colombia y de la Universidad de París II. Fue director del Departamento Administrativo de Seguridad (DAS) durante el gobierno del presidente Ernesto Samper. Actualmente se desempeña como profesor universitario de las facultades de Derecho de las universidades de los Andes y Externado de Colombia. Fundó la prestigiosa firma Bejarano y Ricaurte Abogados y Consultores. Escribe todos los domingos en el diario El Espectador, siendo uno de los columnistas más reputados del país. Al doctor Bejarano y a su familia los incluyeron en las listas de los ‘blancos’ del DAS durante la administración de Álvaro Uribe por sus críticas al presidente de turno.

    

  


  
    El fraude electoral y el DAS


    Jorge Noguera abrió la puerta oculta que tiene la oficina de la dirección del Departamento Administrativo de Seguridad (DAS) para ingresar al búnker que está construido para la seguridad del jefe de turno. Lo hizo para revelar sus secretos. Allí, la primera semana de enero de 2005, recibió por la tarde a un periodista de la revista Cromos y al fotógrafo Nelson Sierra, que iban a publicar un perfil sobre el hombre que manejaba el organismo de inteligencia y seguridad estatal, que depende y recibe instrucciones directamente de la Presidencia de la República.


    Los reporteros tenían el privilegio de ingresar a un lugar que ni siquiera los detectives del departamento de inteligencia podrían abstraer. En el misterioso sitio, ubicado en el piso 9 del edificio de la dirección general del DAS en Bogotá, los estaba esperando, además, Jimmy Nassar, uno de los mejores amigos de Jorge Noguera, y a quien él nombró como asesor de la dirección para la creación de grupos operativos en la entidad.


    Orgulloso de la dignidad de su cargo, Noguera comenzó la entrevista revelando su pasión por las armas. “Si yo no estuviera armado, hace rato estaría bajo tierra. Soy fanático a las armas porque amo la libertad”, le dijo a los periodistas. Entonces les empezó a mostrar su colección que incluye, entre otras, una pistola Glock .40 y una escopeta Remington, equipos de largo alcance con los que duerme bajo la almohada y debajo de su cama, respectivamente. Jorge Noguera admitió que sólo se separa de su armamento cuando entra a la ducha porque en un cargo como el suyo “sentirse perseguido es una constante”.


    El cubrelecho se convirtió en una exposición militar acompañada por una cruz cristiana, que estaba colgada en la pared central del búnker, a la que él mismo le encomendaba el éxito de las operaciones que tenía la política de “seguridad democrática” para el DAS. El director fue revelando más secretos. Cruzado de brazos y con un suspiro, exclamó: “Si contáramos lo que sucede aquí día tras día la gente no podría dormir”. Así quedó publicado en la edición No. 4.533 de la revista Cromos del 10 de enero de 2005. El medio de comunicación perfiló a Jorge Noguera como un hombre que “no concibe la vida sin una pistola al cinto”.


    Antes de despedir a los periodistas, Jorge Noguera aseguró que gracias al beneplácito del presidente Uribe se crearon grupos tácticos de alta inteligencia con el objetivo de anticiparse a los hechos que atentan contra la seguridad nacional, con esa estrategia “el DAS estaba a la altura del FBI y la DEA. Yo mismo decidí qué armas debíamos adquirir”, puntualizó.


    Quizá, si Jorge Noguera hubiera sospechado que el desenlace de su gestión en el DAS le daría 25 años de prisión al ser condenado por la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia el 14 de septiembre de 2011 —seis años después de renunciar a dirección del organismo—, luego de hallarlo responsable del asesinato del profesor Alfredo Correa de Andreis y de poner al organismo al servicio del paramilitarismo, no se hubiera atrevido a sugerirle a la revista Cromos que lo que lideraba en el DAS era una verdadera pesadilla que no dejaría dormir a los colombianos. Tampoco habría dejado fotografiar su afición por las armas1.


    Jorge Aurelio Noguera Cotes tenía 39 años cuando fue llamado por el presidente de la República Álvaro Uribe Vélez para dirigir la central de inteligencia que trabajaría paralelamente con las Fuerzas Militares y la Policía para garantizar el éxito de la política de “seguridad democrática”, la principal bandera del gobierno.


    Mediante el decreto 1865, el 16 de agosto de 2002 se posesionó en el cargo de director del DAS, nueve días después de que Uribe asumiera la primera magistratura del Estado. En ese momento, Noguera aceptó el reto de hacer inteligencia para garantizar la victoria militar frente a los grupos terroristas, especialmente la guerrilla de las Farc, que, según el mandatario, era la principal amenaza y problema del país. Noguera compartía con Uribe la misma animadversión contra la guerrilla y el temor que les generaba Hugo Chávez en Venezuela.


    Al director del DAS se le había encomendado la función de ejecutar la agenda de requerimientos del presidente de la República sobre asuntos relativos a la seguridad nacional y la inteligencia del Estado y los cursos de acción estratégicos, necesarios para el desarrollo del programa del gobierno de turno.


    Noguera, un abogado samario que había estudiado en la Pontificia Universidad Javeriana con especialización en Derecho público de la Universidad Externado de Colombia, recibía el aplauso del presidente para dirigir el rumbo de la policía secreta, sin embargo, algunos amigos de Uribe, como Pedro Juan Moreno —su secretario de gobierno cuando fue gobernador de Antioquia entre 1995 y 1997—, señalaron que el nuevo director del DAS no tenía la destreza para el cargo, pese a que posteriormente Noguera y Moreno se convertirían en aliados para los planes de inteligencia estatal.


    A mediados del año 2001, cuando Álvaro Uribe empezó a conformar el grupo de su campaña presidencial para el 2002, llamó a Juan Carlos Vives Menotti, gobernador del Magdalena entre 1997 y 2000, a quien conoció en el Congreso en los años 90. Le hizo la propuesta de unirse a su campaña, pero Vives le respondió a Uribe que, como había terminado su periodo como gobernador, podría quitarle votos en vez de sumarle dadas “las medidas de choque que adoptó durante la crisis financiera y social del departamento”, según él mismo le contó al periódico El Tiempo en abril de 2006. Entonces, Vives Menotti postuló a Jorge Noguera, quien fue su secretario general en la Gobernación, para que trabajara como gerente de la campaña de Álvaro Uribe en Magdalena.


    Noguera había hecho carrera en Santa Marta, especialmente, en el sector privado asesorando jurídicamente a entidades bancarias como Davivienda, Granahorrar y el Banco de Occidente. También había trabajado como secretario general de la Sociedad Portuaria Regional del Magdalena y asesor de la Gerencia de Puertos de Colombia. Aunque Jorge Noguera era un apasionado por las armas y en sus ratos libres le gustaba disparar, no tenía conocimientos laborales en estrategias de defensa o temas de seguridad, por eso el círculo más fiel al presidente Uribe se sorprendió cuando éste lo posesionó como el jefe del DAS.


    Sin embargo, Vives Menotti no era la única relación de amistad que tenían en común Álvaro Uribe y Jorge Noguera. A la campaña electoral también se unió como codirector el empresario de licores de la costa Atlántica, Raúl Montoya Flórez, de quien se supo años después —por una investigación de El Espectador— que recibió, entre abril y noviembre de 1986, cinco cheques por 56 millones de pesos (una suma que a precios de hoy podría superar los $1.500 millones) de la cuenta del cambista del Cartel de Medellín, Luis Carlos Molina Yepes, de la que giró la plata para pagarle a los sicarios que cometieron el magnicidio de don Guillermo Cano Isaza, el director de El Espectador, perpetrado el 17 de diciembre de 1986, por órdenes del narcotraficante Pablo Escobar Gaviria.


    El 17 de septiembre de 2014, 28 años después del crimen del periodista Cano Isaza, durante un debate en el Congreso de la República, el senador del Polo Democrático Iván Cepeda Castro reveló que Álvaro Uribe Vélez fue miembro principal de la junta directiva de la empresa Comfirmesa, compañía controlada por Luis Molina Yepes para hacerle los torcidos al Cartel de Medellín. Dicha junta fue nombrada por acta No. 3 del 8 de marzo de 1983, registrada el 29 de abril, en el libro 9, folio 162, bajo el número 2.621. La Cámara de Comercio de Medellín certificó al entonces saliente alcalde de Medellín Álvaro Uribe en el cargo el 19 de septiembre de ese año, documento que ha tratado de desvirtuar el expresidente para negar sus vínculos con el testaferro del Cartel de Medellín que desembolsó los tres millones y medio que se le entregaron a los asesinos materiales del crimen del director de El Espectador.
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    Con estos antecedentes desconocidos en la época, el candidato a la Presidencia Álvaro Uribe conformó su equipo para su campaña “Mano firme, corazón grande” en el Magdalena. Así se configuraron las relaciones que llevaron al abogado Jorge Noguera Cotes a la dirección del DAS que, una vez al mando, vinculó a María Claudia Montoya —la hija del comerciante Raúl Montoya— como asesora internacional del organismo.


    Otra de las primeras designaciones que hizo Jorge Noguera como director de la policía secreta de la Presidencia fue la elección del ingeniero de sistemas Rafael Enrique García Torres como jefe de informática del DAS, quien también era oriundo de Santa Marta. Noguera y García trabajaron juntos para llevar a Uribe al Palacio de Nariño. El primero le decía cariñosamente a García ‘viejo Rafa’ y el segundo, en tono amistoso, ‘viejo George’.


    El único departamento de la costa Atlántica donde triunfó el candidato Uribe en las presidenciales de 2002, fue precisamente en el Magdalena. Mientras que su contrincante del Partido Liberal, Horario Serpa Uribe, obtuvo 105.205 votos, es decir, el 43.4% del caudal electoral, Álvaro Uribe Vélez, del movimiento Primero Colombia, consiguió 8.607 sufragios más, es decir, 113.812 votos. Con el 46.9% Uribe se consagró con los samarios ese domingo 26 de mayo de 2002.


    Cuando estalló el primer escándalo del DAS en 2005 por la filtración del paramilitarismo al interior del organismo, el jefe de informática Rafael García encendió un ventilador que reveló, entre otros hechos, el fraude electoral que se realizó en ese departamento para conseguirle votos a los candidatos al Congreso de la República que apoyaron a Álvaro Uribe a la Presidencia.


    Ante la Corte Suprema de Justicia, el ingeniero García Torres —quien se convirtió en el eslabón clave para desmantelar cómo el DAS estaba al servicio de las autodefensas— explicó que se había producido un “fraude monumental” en las elecciones presidenciales de 2002, aportándole al candidato Uribe más de 300.000 votos en el norte del país, práctica ideada, según García, por Rodrigo Tovar Pupo Moreno, alias ‘Jorge 40’, jefe paramilitar del bloque Norte de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), para garantizarle las curules a los candidatos que él apoyó y, de esa forma, también asegurar la victoria de Uribe en las presidenciales, candidato con que el se sentían afín ideológicamente los paramilitares.


    Desde 1999, los paramilitares se reorganizaron en el norte del país como respuesta a la negociación de paz que adelantó el gobierno del presidente Andrés Pastrana con las Farc, iniciada en 1998. La estrategia regional de ampliación de las AUC no sólo incluía el control territorial sino la conformación de grupos con sectores políticos que correspondían a la demanda de sectores pudientes a nivel local que se pusieron de acuerdo con Carlos Castaño, a que se organizara una autodefensa similar a las Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá (ACCU), en los departamentos del Cesar, La Guajira, Norte de Santander y Magdalena, justificando esa alianza por el acoso de las guerrillas de las Farc y el Eln en esa región2. A partir de ese momento, caciques políticos empezaron a buscar a los paramilitares para que los apoyaran en sus campañas al Congreso, alcaldías locales y asambleas.


    Rafael García le contó a la revista Semana3 los secretos que se escondían en el DAS, durante la era de Jorge Noguera. Frente a las campañas políticas para las que trabajó antes de ingresar al organismo de inteligencia, el ingeniero dijo que elaboró un programa de cómputo que sirvió para alterar los resultados electorales en los departamentos que ‘Jorge 40’ trazó como objetivo político de las AUC, es decir, La Guajira, Cesar, Magdalena y Norte de Santander.


    “Se organizó un fraude electoral para llevar a unos candidatos de preferencia del Bloque Norte de las AUC al Congreso”, dijo el experto en informática. En el caso del Magdalena, se trataba de los candidatos a la Cámara de Representantes Jorge Luis Caballero, del Partido Liberal; José Rosario Gamarra Sierra, de Cambio Radical; y Alfonso Antonio Campo Escobar, del Partido Conservador. Al Senado, los candidatos apoyados por ‘Jorge 40’ fueron: Salomón Saade, Dieb Maloof y Luis Eduardo Vives Lacouture.


    El fraude funcionó así: José Gamarra buscó a Rafael García para pedirle que analizara la posibilidad de ver cómo podrían garantizar la votación sin que la gente fuera a las urnas. García planeó una estrategia con Enrique Osorio de la Rosa, un hombre que trabajó durante 18 años en la Registraduría Nacional y que conocía el modus operandi. “Él lo que dijo fue —aseguró García— hay que buscar los nombres de los votantes en cada mesa para que los jurados puedan incluirlos en los tarjetones y suplantar a los electores. Lo que se hizo fue un programa de computador que cargaba el censo electoral”.


    Entonces dividieron el departamento por regiones para repartirlas a las tres fórmulas al Senado y la Cámara que el bloque Norte de las AUC apoyaría en el Magdalena para los comicios de 2002. A Jorge Caballero y a Salomón Saade le correspondieron los municipios de Sitio Nuevo, El Piñón, Cerro de San Antonio, Concordia, Pedraza, Fundación, Tenerife, Plato, Zona Bananera, Aracataca y El Retén. Para José Gamarra y Dieb Maloof las poblaciones de Pivijay, Zapayán, Salamina, Remolino, San Ángel, Algarrobo, Chibolo, El Difícil y también Fundación. A la alianza Luis Eduardo Vives y Alfonso Campo Escobar se le entregaron las poblaciones de El Banco, Guamal, San Sebastián, San Zenón, Santa Ana, Pinto, Pijiño y Granada.


    Osorio de la Rosa consiguió los cuatro censos electorales del Cesar, Magdalena, La Guajira y Bolívar; fueron sustraídos de Bogotá y pagaron cuatro millones por cada uno. “Ese programa cargaba los censos y mostraba mesa a mesa cada puesto de votación de los municipios que se quisiera manipular”, aseveró García. El listado de la identidad de los votantes de cada municipio son datos confidenciales de la Registraduría; era imposible que fueran de acceso público, pero cayeron en manos de Rafael García. “Esos listados se les entregaron a los candidatos y ellos se los repartieron a los jurados que ellos habían designado y que las autodefensas obligaron a los registradores a que los nombraran”, señaló García. Los paramilitares cobraron 800 millones de pesos por cada cabeza de lista al Senado y 400 millones por las de Cámara de Representantes.


    Horas antes de culminar la jornada electoral, los jurados cogieron los tarjetones y los empezaron a marcar a favor de los candidatos que había escogido ‘Jorge 40’, suplantando a las personas que no fueron a votar ese día por temor a ser intimidados por los paramilitares que custodiaron las elecciones en esos municipios del Magdalena. Ese domingo 10 de marzo de 2002 se proclamaban como congresistas electos a los candidatos del Bloque Norte.
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    Cumplido el objetivo de garantizar el fraude electoral que llevó al Congreso a los candidatos del Bloque Norte, el para la época representante electo José Gamarra le dio instrucciones a Rafael García de incorporarse a la campaña de Álvaro Uribe que gerenciaba Jorge Noguera para convertirse en auditor de sistemas frente a la Registraduría Nacional.


    El encuentro de Noguera y García en la campaña a la Presidencia de 2002 fue el inicio de una amistad y complicidad entre dos personajes que repotencializaron los vínculos entre paramilitares, políticos y agentes del Estado.


    El ingeniero Rafael García también confesó que como todos los candidatos a los que él les ayudó en la trampa electoral “apoyaban al doctor Álvaro Uribe Vélez en su aspiración presidencial, este fraude fue repetido para las elecciones presidenciables aportándole al candidato Uribe Vélez aproximadamente 300.000 votos sin los cuales este candidato no hubiera triunfado”.


    Uribe ganó las elecciones presidenciales de 2002 en primera vuelta con el 53% de la votación. Obtuvo 5.862.655 votos, mientras que Horacio Serpa alcanzó 3.514.779, el 31% de los votos válidos. Si al resultado logrado por Uribe se le restaran los 337.085 sufragios que sacó en Cesar, Córdoba, La Guajira y Magdalena, hubiese tenido que ir a segunda vuelta para disputar la Presidencia con Serpa.


    En el diálogo con Semana, García hizo una salvedad: “Yo no he dicho que el doctor Uribe buscó ese fraude. Lo que dije fue que esos señores, el mismo fraude que hicieron para elegirse ellos, lo repitieron para aportarle votos al presidente”.


    ‘Jorge 40’, a través de Rafael García, y Álvaro Uribe con Jorge Noguera consolidaban su propósito electoral que le daba inicio a la era de la “seguridad democrática”.


    Más adelante el rompecabezas se conformaba al interior del DAS. El exregistrador Enrique Osorio de la Rosa, que había colaborado con el fraude electoral, terminó trabajando como informante del DAS con salario de seis millones de pesos mensuales. Noguera quería nombrar a Osorio como director seccional del organismo en Magdalena pero no pudo hacerlo porque éste no tenía título profesional.
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    El origen de la pesadilla


    Furioso llegó el presidente Álvaro Uribe al aeropuerto militar de Catam en Bogotá a la posesión del nuevo comandante de la Fuerza Aérea Colombiana (FAC), general Édgar Alfonso Lésmez Abad, quien desde ese lunes 8 de septiembre de 2003, definiría el rumbo de las operaciones del comando aéreo que se desarrollarían contra la guerrilla en trabajos de inteligencia conjuntos con el Ejército, la Armada y el DAS.


    Antes de que el jefe de Estado le entregara el sable al general Lésmez Abad y este asumiera el mando de la FAC, delante de 300 hombres, entre cadetes y oficiales, en compañía del Estado Mayor de las Fuerzas Militares y de la ministra de Defensa Marta Lucía Ramírez, el presidente Uribe pronunció —frente a la tropa— un discurso en el que desahogó la ira presidencial contra las organizaciones defensoras de derechos humanos, a quienes denominó como “traficantes de derechos humanos” que se deberían “quitar su careta, aparecer con sus ideas políticas y dejar esa cobardía de esconder sus ideas políticas detrás de los derechos humanos”, gesticulando exasperadamente.


    El presidente continuó su intervención señalando que las ONG trabajaban para las Farc y no para promover los derechos humanos. “¡Politiqueros al servicio del terrorismo —dijo— que cobardemente se agitan en la bandera de los derechos humanos para tratar de devolverle en Colombia al terrorismo el espacio que la Fuerza Pública y que la ciudadanía le ha quitado!”, dijo en el recinto militar.


    En esa misma escala de tiempo —eran aproximadamente las 11 de la mañana de ese lunes—, mientras el presidente Uribe continuaba con su violento discurso contra las ONG, estaban aterrizando en Colombia los representantes de las organizaciones internacionales que vigilan la protección de los derechos humanos en nuestro país. Se trataba de José Miguel Vivanco, director para las Américas de Human Rights Watch; Susan Lee, delegada de Amnistía Internacional, y agentes de las Naciones Unidas y de la OEA. La comitiva arribaba al país para acudir al Encuentro Nacional e Internacional de Paz y Democracia que se celebraría el 9 de septiembre, día nacional de los derechos humanos.


    Álvaro Uribe prosiguió con sus palabras durante la ceremonia militar expresando que cuando los terroristas se sentían débiles enviaban a sus voceros —refiriéndose a las ONG—, para que increparan al gobierno en materia de derechos humanos. “Muchas de esas críticas las ha tomado la página de internet de las Farc, no tienen vergüenza ni limitaciones. Sacan libros en Europa sobre rumores y calumnias, ellos saben que su única arma es la calumnia que hipócritamente se esconde detrás de los derechos humanos”, puntualizó.


    Lo que tenía enojado y embravecido al presidente Uribe era que 80 organizaciones se habían unido para presentar el informe de su primer año de gestión en materia de derechos humanos, que fue titulado “El embrujo autoritario” y editado por impresiones Aurora. Dicho estudio, que analizaba la política de “seguridad democrática”, criticaba al presidente por no reconocer el conflicto armado sino insistir en que Colombia padecía una “amenaza terrorista”. También planteaba que su estrategia de gobierno apuntaba “al control social e implementación del terror en la población, con el consecuente deterioro de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los ciudadanos”. El informe documentó, además, la entrega de poderes de policía judicial a las fuerzas armadas, detenciones masivas y arbitrarias de campesinos víctimas de la guerra y allanamientos de organizaciones de la sociedad civil, hechos que llevaron a expresiones de preocupación por parte de las Naciones Unidas.


    El presidente sentía que se le desmoronaba su propósito de certificar al país en respeto a los derechos humanos para poder consolidar la firma del Tratado de Libre Comercio (TLC) con Estados Unidos. Entonces siguió con su alocución ofensiva contra las ONG en la posesión del comandante de la FAC.


    “Ya buscaron hace meses en Londres engañar nuevamente a la opinión internacional que los desconoció para frenar la ayuda en Colombia. Se empezaron a dar cuenta en Europa que aquí hay unos traficantes de derechos humanos que viven a toda hora pidiendo auxilios de la Unión Europea y de otras entidades simplemente para sostenerse porque han hecho de eso un modus vivendi”, sostuvo airadamente el presidente.


    Uribe se refería a una reunión que tuvo el gobierno de Colombia en Inglaterra el 10 de julio de 2003, en donde asumió el compromiso de respetar la labor de los activistas de derechos humanos y garantizar la seguridad de quienes arriesgan su vida ejerciendo esa labor. Pero el discurso del presidente, tres meses después de asumir ese compromiso en Londres, demostraba lo contrario: veía a los defensores de derechos humanos como sus enemigos y les declaraba la guerra en público.


    “¿Las organizaciones de derechos humanos? Las respetamos. Tienen el espacio en Colombia. El vicepresidente y yo personalmente, nos hemos reunido con ellos, estamos dispuestos a atender sus críticas objetivas, otros países en menores problemas los echaron de su territorio”.


    Esas palabras también contradecían lo que había dicho Uribe durante un acto de reconocimiento de las Fuerzas Militares, el 15 de agosto de 2002, ocho días después de su posesión presidencial. “La seguridad no es para perseguir verdaderos o imaginarios enemigos ideológicos. La seguridad democrática es para todos los colombianos, para que los defensores de derechos humanos se apliquen a su labor sin amenazas”.


    Sin embargo, 13 meses después el presidente remataba su discurso de posesión del nuevo comandante de la fuerza aérea colombiana diciéndole al escuadrón militar que le prestara a la Nación el servicio de ayudar a que los liberaran, de una vez por todas, de esa pesadilla e hizo explícito su nuevo objetivo: “General Lésmez: ¿asume usted el comando de la Fuerza Aérea para derrotar el terrorismo? Que los traficantes de derechos humanos no lo detengan. ¡Proceda!”.


    El recinto militar se copó de aplausos. Para la época Álvaro Uribe tenía el 65% de aprobación en las encuestas y se convertía en uno de los presidentes más populares en la historia. “El discurso de Uribe contras las ONG indica que la línea más dura ganaba espacio en el gobierno”, señaló para le época en su editorial la revista Semana. Y la mayoría de colombianos también lo ovacionó.


    Esas declaraciones del presidente Uribe, pronunciadas un día antes del día nacional de los derechos humanos, generaron no sólo la reacción de los defensores de derechos humanos sino una inmensa preocupación porque el escenario que él escogió para descalificar su labor —aunque no identificó con nombre propio a las ONG que son “fachada de la guerrilla” pero terminó estigmatizándolas a todas—, sí puso en riesgo la vida de cientos de activistas que, desde ese momento, estaban en peligro y se convertían en objetivo militar, pues el presidente estaba delante de uniformados que vilmente no podrían distinguir entre el disidente político y el “auxiliador” del terrorismo.


    La primera persona que dimensionó lo que se vendría años después en contra de las ONG fue el coronel en retiro Carlos Alfonso Velásquez quien, en declaraciones al programa de televisión Contravía6, aseguró que “eran muy delicadas y peligrosas” las palabras del presidente. “Si miramos los discursos más incendiarios en ese sentido del presidente Uribe durante su gobierno siempre han sido frente a tropas”, dijo.


    “Es peligroso porque militares sin criterio que escuchen a un presidente decirle eso a un comandante de fuerza y de por sí ya está matriculando a estas personas como si fueran parte de la organización del enemigo, entonces de ahí pueden surgir cosas muy delicadas”, añadió Velásquez, que hizo carrera militar durante más de 25 años y conoce profundamente cómo se desarrollan las operaciones en contra de quienes un gobierno considera “enemigos”.


    En ese sentido también se pronunció Robert Goldman, asesor de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la OEA: “Es un tipo de señalamiento que puede conducir a que personas de la extrema derecha, al margen de la Ley, puedan intentar acciones violentas”.


    El chileno José Miguel Vivanco de Human Rights Watch, que había llegado a Colombia desde Washington D.C., jamás se imaginó que lo recibirían con esas palabras del Ejecutivo. “Es muy grave que el presidente sostenga en su discurso que en otras partes a estas organizaciones de derechos humanos las habrían ya echado —así dijo literalmente—”.


    Y se preguntó a qué democracia se refería Álvaro Uribe: “Yo no conozco ningún país genuinamente democrático donde las organizaciones que velan por los derechos humanos se les haya expulsado del país, salvo en juntas militares, dictaduras del Cono Sur o en la dictadura cubana, donde la tolerancia es cero frente a la crítica”.


    Vivanco se negó a creer que el discurso presidencial formaba parte de la nueva estrategia oficial para combatir al terrorismo porque, según él, “haría muy difícil trabajar en derechos humanos en Colombia”.


    Otros líderes activistas que vigilan el respeto de los derechos humanos condenaron que los hayan tildado de tener coincidencias ideológicas con la guerrilla, pues existen informes en el Centro de Investigación y Educación Popular, CINEP, con datos y hechos concretos en los que se denuncia la violación de derechos humanos por parte de las Farc y del Eln. “La opinión de que los organismos de derechos humanos son parcializados y que nunca se pronuncian respecto de los hechos cometidos por la guerrilla no es cierto”, dijo Diego Pérez del CINEP.


    Los defensores también criticaron al presidente porque no había leído el informe de su primer año de gestión sino que se dedicó a criminalizar las recomendaciones que hicieron en materia de derechos humanos. Philippe Texie de las Naciones Unidas, le dijo a Uribe que la democracia “no es el unanimismo sino la pluralidad de opiniones”.


    El director de la Comisión Colombiana de Juristas (CCJ), Gustavo Gallón, manifestó que Uribe estaba haciendo lo que presidentes anteriores le habían prohibido a los funcionarios públicos, es decir, señalar al movimiento de derechos humanos de aliado del terrorismo, pues cuando Uribe llegó a la Presidencia de la República habían asesinado 54 activistas, entre 1996 y 2002, que habían sido previamente calificados como “simpatizantes de la guerrilla”.


    La Oficina en Washington para Asuntos Latinoamericanos (WOLA) deploró las declaraciones del presidente, que nutrían la preocupación internacional frente a su compromiso con los derechos humanos. “En su discurso el señor Uribe utilizó la palabra ‘terrorista’ solamente en referencia a los grupos insurgentes, catalogando a los paramilitares como ‘grupos de justicia privada’”, dijo la ONG en un comunicado desde Estados Unidos.


    Un día después de la furia presidencial, representantes de ONG de América Latina y Europa, reunidos en Guatemala con ocasión de la Conferencia Regional de la Iniciativa Europea para la Democracia y los Derechos Humanos, le pidieron al presidente colombiano que facilitara la labor y la protección de las organizaciones.


    No obstante, tres días después, el 11 de septiembre de 2003, un caballo bomba explotaba en el centro de Chita, una población del departamento de Boyacá, en donde murieron ocho personas, entre ellas un niño, y dejó 20 heridos. El acto aterrorizó al país y se estableció la autoría del frente 45 de las Farc.


    Los cadáveres quedaron bajo los escombros de tres casas que se derrumbaron por la onda explosiva. Los guerrilleros habían intimidado a un campesino para que llevara al animal. El labriego, amenazado, lo ubicó en el lugar donde se detonó la bomba.


    Inmediatamente el presidente Uribe se trasladó a la zona junto con el ministro del Interior y de Justicia, Fernando Londoño Hoyos, y el comandante de las Fuerzas Militares, general Jorge Enrique Mora Rangel. Allí, Uribe arremetió de nuevo contra las organizaciones de derechos humanos a quienes les reclamó su supuesta inexistente solidaridad con las víctimas de las Farc.


    Con micrófono en mano, Uribe se preguntó: “¿Dónde están los actos de solidaridad, siquiera las expresiones de solidaridad, de tantos hablantinosos de derechos humanos?”. Y añadió, otra vez frente a la tropa, que se les estaba acabando la luna de miel a los defensores de derechos humanos: “¡Desoímos a los patrocinadores de los defensores del terrorismo! Y, desoímos, a los que están engañados a través de informaciones desviadas por el terrorismo, pero no han venido a Chita a constatar el sufrimiento del campesinado colombiano víctima de estas acciones del terrorismo”.


    Esa misma semana, la ministra Marta Lucía Ramírez reforzó el discurso presidencial y anunció, desde Washington, que el gobierno se proponía revisar 1.300 organizaciones de derechos humanos.


    Paralelamente, bajo la sombra, en el Departamento Administrativo de Seguridad (DAS), tomaron atenta nota de los discursos presidenciales y lógicamente interpretaron como una orden la declaración de guerra a los defensores de derechos humanos. Cuando el presidente le dijo al general Lésmez que procediera contra los activistas de derechos humanos, no sólo fue una directriz a él per se, sino a todos los organismos del Estado que recibían sus instrucciones. Para ello, al interior del organismo de inteligencia, se había creado ilegalmente —cinco meses antes de esa alocución—, una unidad secreta que se denominó el Grupo Especial de Inteligencia G-3, que no aparecía en el organigrama oficial del DAS, pero que funcionaría en una oficina del piso 10 de la entidad con equipos de cómputo, extensiones telefónicas y logística en general y después se pasaría a un cuarto más amplio en el piso 8 del departamento, a pocos metros de la sala de juntas.


    Todos los pormenores sobre la consecución de la infraestructura necesaria para el funcionamiento del cuerpo secreto fueron aprobados inicialmente por Gian Carlo Auque de Silvestri, el primer director de Inteligencia del DAS en la era Noguera, y por Enrique Alberto Ariza Rivas, quien reemplazó a Auque en ese cargo. Ellos validaron los recursos económicos de los gastos reservados que eventualmente se necesitaron para las operaciones ilegales del G-3 y permitieron que esta unidad trabajara en conjunto con las 27 seccionales del DAS en el país. Auque asignó originalmente un vehículo blindado para realizar los desplazamientos del espionaje que le iban a hacer a los ‘blancos’ en Bogotá.


    La dependencia fantasma se dedicaría a hacer el trabajo sucio contra organizaciones y personas que se oponían a las políticas de Álvaro Uribe, tal y como indirectamente lo había pedido públicamente el mandatario frente a la tropa ese 8 de septiembre de 2003. Todas las personas a las que el comandante en jefe del DAS, es decir, el presidente de la República, se refiriera en términos desobligantes en sus intervenciones públicas y privadas entraban a formar parte de los objetivos del grupo ilegal que se había creado en la entidad.


    En marzo de 2003, el G-3 nació sin el respaldo de un acto administrativo pero se encontraba adscrito a la dirección general de Inteligencia. Durante dos años y siete meses, es decir, hasta octubre de 2005 —fecha en la que Jorge Noguera renunció a la dirección del DAS—, operó clandestinamente para escarbar los detalles íntimos y las reuniones privadas de los directivos y miembros de las organizaciones de derechos humanos que estaban haciéndole vigilancia a la gestión del gobierno Uribe. Lo que se propuso el G-3 fue determinar los detalles con los que se podrían desprestigiar a las organizaciones y personas que criticaban al gobierno o a las Fuerzas Militares, así alertarlo a la Casa de Nariño para que el presidente lo hiciera público o para que fuera filtrado a los medios de comunicación para consolidar el propósito difamatorio.


    La Fiscalía General de la Nación definió al grupo ilegal como una “empresa criminal” que instituyó la designación de objetivos denominados como ‘blancos’ o ‘frentes’, cuya característica usual era, entre otras, periodistas que representaban para un sector de la sociedad alto nivel de credibilidad y que eventualmente podrían investigar al presidente; organizaciones promotoras de la defensa de derechos humanos que elaborarían informes en esa materia; opositores políticos que ejercerían control en el Congreso a los miembros del gobierno; y magistrados de las altas cortes que podrían tomar decisiones en contravía de los intereses (personales) del alto gobierno (presidente Uribe); y los sindicatos que llevarían a tribunales internacionales sus denuncias sobre la violación de derechos humanos en Colombia.


    El ente investigador estableció el 3 de abril de 2009, fecha en el que el Cuerpo Técnico de Investigaciones (CTI) elaboró el informe 454673, con base en el allanamiento que se hizo en el DAS por el denominado escándalo de las “chuzadas”, que el G-3, según las pruebas obtenidas, materializó acciones “naturalmente ilegales” como: estrategias de desprestigio y montajes, ataques psicológicos y amenazas a través de seguimientos, interceptaciones telefónicas y de correos electrónicos, espionaje y llamadas intimidatorias contra quienes fueron considerados como objetivos dentro del citado grupo para complacer el discurso presidencial.


    La Fiscalía encontró 103 AZ en la Oficina de Archivo de la Subdirección de Análisis del DAS, cuyas carpetas contienen cerca de 51.500 hojas tamaño carta, que documentan el accionar de funcionarios del DAS que realizaron múltiples y diversas violaciones a la ley penal, durante el gobierno del presidente Álvaro Uribe Vélez, lo cual se generó sin orden de autoridad judicial competente. Los fiscales, al observar los documentos, señalaron que las conductas punibles en las cuales incurrieron los altos y medios mandos del DAS estaban tipificadas en los siguientes delitos: violación ilícita de comunicaciones; utilización ilícita de equipos transmisores y receptores; abuso de autoridad; falsedad ideológica en documento público; destrucción, supresión u ocultamiento de documentos públicos; concierto para delinquir y fraude procesal.


    El propósito principal que se trazó el G-3 del DAS, según consta en los memorandos y misiones de trabajo que se encontraron en los archivos de ese grupo secreto, fue realizar “seguimientos a organizaciones y personas de tendencia opositora frente a las políticas gubernamentales con el fin de restringir o neutralizar su accionar”.


    La coordinación de las operaciones ilegales de esa unidad estaba a cargo de Jaime Fernando Ovalle Olaz. Un hombre blanco y flaco, de 1.83 metros de estatura, 85 kilos, ojos verdes, nariz recta y labios delgados. Ovalle tenía 47 años cuando fue encargado de la misión del G-3. Él había ingresado al DAS el 9 de julio de 1990 ocupando el cargo de analista de los “frentes delincuencial y socio-laboral”. Desde 1997 se desempeñó también como jefe de recopilación de información de la subdirección de Análisis, después fue nombrado como director de la Unidad Regional de Inteligencia de Medellín hasta 1998. Posteriormente ocupó el cargo de jefe del CODAS (Centro de Operaciones del DAS), en la cual recibían información de otros organismos de seguridad para elaborar informes destinados a las directivas del DAS. Ovalle se autodenominaba como un experto en el análisis de información de inteligencia para alertar al alto gobierno del desprestigio que organizaban “los auxiliadores del terrorismo”, es decir, según él, las ONG.


    Ovalle Olaz era economista y comunicador social de la Universidad Santo Tomás de Bogotá. En los pasillos del alma máter, conoció al también economista José Miguel Narváez Martínez, quien se convertiría, años después en el DAS, en su amigo y promotor de su carrera. Narváez había sido profesor de Ovalle en las clases que dictó sobre “guerra política” en esa universidad.


    Corría el año 2003 y José Miguel Narváez se encontró con su alumno Ovalle Olaz. Era febrero. Narváez asistía al DAS a una reunión que tenía con Jorge Noguera y Gian Carlo Auque de Silvestri en su condición de asesor de la dirección del organismo de inteligencia. Días después Ovalle fue llamado para recibir instrucciones para la creación del grupo G-3. Las órdenes, según él, se las dieron Narváez Martínez y Gian Carlo Auque, quien ya había hablado previamente con Noguera para las tareas que iba a realizar ese grupo bajo las decisiones de Narváez.


    “La única actividad que yo le conocí fue la de asesorar en la dirección general de Inteligencia en la creación del G-3. Él iba dos o tres veces a la semana a la oficina y establecía los objetivos, nos suministraba libros y documentos sobre estos objetivos y supervisaba las acciones que se desarrollaban”, le dijo Ovalle Olaz a la Fiscalía sobre la labor de José Miguel Narváez, durante su segundo interrogatorio el 1 de julio de 2009, tras conocerse la existencia de ese grupo.


    El coordinador del G-3 reveló que ad portas de fundar la unidad secreta, Narváez les explicó a él y a los detectives que conformarían el grupo, que las organizaciones no gubernamentales, políticos de izquierda y algunos periodistas representaban una estrategia, denominada “guerra política”, que era utilizada por el comunismo en contra del gobierno para tomarse el poder a través de la desestabilización institucional. Conforme a esa teoría, esa “guerra política” constituía el 70% del esfuerzo del comunismo y un 30% lo genera la “guerra armada”. Con base en esto, se determinaron los objetivos de la inteligencia de ese grupo, a través de medios técnicos como la interceptación de teléfonos y correos electrónicos.


    Mientras en el DAS se le daba inicio a las operaciones del G-3, el ministro del Interior y de Justicia Fernando Londoño Hoyos radicaba en el Congreso de la República un proyecto de Ley para la creación de la Central Nacional de Inteligencia (CENIT), una idea que tenía el empresario e industrial uribista Pedro Juan Moreno Villa, quien trabajó con Álvaro Uribe en la Gobernación de Antioquia y quien le hablaba al oído al presidente en sus primeros años de gobierno. La propuesta buscaba legalizar las actividades de inteligencia en contra de las organizaciones de derechos humanos. Sin embargo, a Pedro Juan Moreno no le gustó el proyecto porque consideraba que “no era necesaria una ley para hacerle inteligencia a las ONG que son mecanismos que se inventó la subversión y los violentos para poder posicionarse”.


    Moreno Villa pensaba que Colombia necesitaba “centralizar en un solo sitio y bajo una cabeza la inteligencia que hacen las diferentes fuerzas. Y eso no implica crear más burocracia, sino tener oficiales de enlace que presenten toda la información que han recolectado, para que sea procesada en un área de informática. Una información que debe ser depurada por analistas que son conocedores y expertos en cada uno de los blancos: Farc, Eln y Epl, narcotráfico, autodefensas, las ONG, delincuencia común”. Para alimentar su propuesta al presidente Uribe, Pedro Juan sugirió el nombre de José Miguel Narváez como director de la CENIT. Dicho proyecto de hundió en el Congreso en 2004, pero el plan B para el trabajo en contra de las ONG ya estaba a cargo del G-3 del DAS.


    José Miguel Narváez compartía el pensamiento de Álvaro Uribe y de Pedro Juan Moreno en el sentido de que las organizaciones de derechos humanos eran fachadas de la guerrilla y los organismos de seguridad del Estado debían agotar sus esfuerzos para desmantelarlas al costo que fuera. Esa obsesión los identificaba a los tres desde los años 90.


    El creador e ideólogo del grupo G-3 del DAS había participado en la comisión de empalme del ministerio de Defensa entre los gobiernos de Andrés Pastrana y Álvaro Uribe y se desempeñó a partir de agosto de 2002 como asesor de la ministra Marta Lucía Ramírez. La especialidad de Narváez en operaciones psicológicas, las estratagemas y su conocimiento para desarticular las armas políticas de la guerrilla y sus vínculos con la población civil, lo llevaron a convertirse en asesor de los altos mandos militares desde 1994. Fue profesor de “guerra política” de la Escuela de Inteligencia de las Fuerzas Armadas. No había oficial del Ejército que no pasara por sus aulas para recibir adoctrinamiento antes de llegar a ser general. Narváez también asesoró a Fondelibertad, la agencia antisecuestro del Estado, fue consejero de Fedegán y llegó a la subdirección del DAS a finales de la administración de Jorge Noguera, entre junio y octubre de 2005.


    José Miguel Narváez estudió Economía y Administración de Empresas. En 1990 hizo el Curso Integral de Defensa Nacional (CIDENAL) de la Escuela Superior de Guerra. A partir de esos estudios, el Ejército lo contrató en 1995 para asesorar a la Brigada XVII con sede en el Urabá antioqueño, que comandaba el general Rito Alejo del Río, conocido popularmente como “El Pacificador”, hoy condenado a 25 años de prisión por el asesinato del campesino Marino López, perpetrado en febrero de 1997, a quienes los paramilitares le cortaron la cabeza en una operación conjunta con los soldados a cargo del general del Río, con el argumento de que era miliciano de las Farc.


    Los jefes paramilitares Salvatore Mancuso, alias ‘Triple Cero’; Jorge Iván Laverde, alias ‘El Iguano’; Iván Roberto Duque, alias ‘Ernesto Báez’; Diego Fernando Murillo, alias ‘Don Berna’, y Freddy Rendón, alias ‘El Alemán’, han manifestado ante la Fiscalía que José Miguel Narváez no solamente era asesor del Ejército sino que actuó como instructor ideológico de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), quien asistía con libros y documentos a las fincas de Carlos Castaño en Urabá para adoctrinar a los paramilitares.


    ‘El Alemán’ dijo que Narváez le dictó un curso a las AUC en 1997 que se denominó “¿Por qué es lícito matar comunistas en Colombia?”. Durante esa cátedra, que se desarrolló, según el paramilitar, en una escuela de formación de las autodefensas llamada ‘La 35’, ubicada en el Tomate San Pedro, Urabá, el profesor Narváez le mostró a los paramilitares una lista de 50 organizaciones de derechos humanos que supuestamente eran de las Farc.


    En los campamentos, Narváez explicó a los paramilitares su tesis de que los sectores sociales que promueven los derechos humanos y la paz son idiotas útiles de la guerrilla. Y así sustentaba por qué tenían que elaborar una lista con los nombres de personas y organizaciones que supuestamente cumplían esa labor.


    Salvatore Mancuso dijo que Carlos Castaño pensaba que José Miguel Narváez era demasiado radical y veía guerrilleros por todas partes. Alias ‘El Iguano’ mencionó durante una declaración ante fiscales de la Unidad de Justicia y Paz el 17 de junio de 2008 que Narváez “instigó a Carlos Castaño para que asesinara al periodista Jaime Garzón”, crimen que ocurrió el 13 de agosto de 1999, y lo acusó también de estar detrás del secuestro de la senadora Piedad Córdoba, plagio ejecutado el 21 de mayo de 1999 por los paramilitares. Versiones que también fueron complementadas con los testimonios de los paramilitares ‘Ernesto Báez’ y ‘Don Berna’.


    Actualmente José Miguel Narváez enfrenta procesos judiciales por la conformación del grupo ilegal G-3 del DAS, los asesinatos de Jaime Garzón y el líder de la Unión Patriótica Manuel Cepeda Vargas ocurrido el 9 de agosto de 1994, crimen por el que se condenó a la Nación en 2010, y por el plagio de Piedad Córdoba. Un fiscal de la unidad de derechos humanos lo acusa del delito de “secuestro extorsivo y agravado”.


    Narváez también se codeaba con los representantes de los gremios industriales y ganaderos más importantes del país. Sus apreciaciones también eran escuchadas en la Federación Nacional de Comerciantes (FENALCO) y en el Consejo Gremial7. La consejería que desarrolló para la Federación Nacional de Ganaderos, Fedegán, consistió en ofrecer cursos para prevenir y manejar situaciones de secuestro y cómo prevenir el accionar de la guerrilla.


    Con ese historial anónimo para la sociedad colombiana, José Miguel Narváez llegó una mañana de marzo de 2003 a la sala de juntas de la dirección de inteligencia del DAS en el piso 8 del edificio de Paloquemao en Bogotá a explicarle a los detectives que harían parte del grupo G-3 cómo se establecerían los ‘blancos’ para hacerles inteligencia y cómo se distribuirían los objetivos.


    Además de Jaime Fernando Ovalle como coordinador del G-3, se incorporaron al grupo los detectives Juan Carlos Sastoque Rodríguez, Jorge Armando Rubiano Jiménez, Rodolfo Medina Alemán, Blanca Cecilia Rubio Rodríguez, Lina María Romero Escalante, Astrid Fernanda Cantor Varela, Ronald Harbey Rivera Rodríguez, Carlos Alberto Herrera Romero, Sandra Lucía Muñoz Zúñiga, Yuli Paulin Quintero Cepeda, Sonia Rodríguez Briceño, Deysi Carolina Cancino Ardila, Neider Ricardo Hoyos, María Osana Ruíz Vargas y Mario Orlando Ortiz Mena8. Narváez los convocó para enseñarles las estrategias y actividades que tenían que desarrollar sobre los ‘blancos’ que él mismo le asignaría a cada uno de los agentes del G-3. Frente a todos Narváez dijo que las “ONG eran las principales auspiciadoras de estrategias políticas en contra del Estado, la democracia y el capitalismo”.


    El objetivo principal del G-3 era el Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo (CAJAR), una organización defensora de los derechos humanos reconocida por su labor jurídica en representación de las víctimas de crímenes de Estado y con amplia trayectoria en el terreno internacional. La operación contra el CAJAR la denominó el DAS como “Transmilenio”. Incluía trabajos de inteligencia ilegal, especialmente, en contra del presidente Alirio Uribe Muñoz y su familia, pero diseñaron una operación contra 78 miembros que trabajaban en esa ONG, desde el mensajero hasta los directivos. La Operación “Transmilenio” se ejecutó, asimismo, contra las organizaciones colombianas y extranjeras que tenían nexos con el Colectivo de Abogados que, según los documentos secretos del G-3, son cerca de 120 ONG.


    También hubo especial dedicación del DAS con procedimientos clandestinos hacia otros objetivos que inicialmente se propuso José Miguel Narváez:


    Operación “Puerto Asís”: en contra del periodista Hollman Felipe Morris Rincón, director del programa de televisión Contravía, su familia y su equipo periodístico.


    Operación “Cascabel”: en contra de la Comisión Colombiana de Juristas, organización de derechos humanos con estatus consultivo ante Naciones Unidas, su director y fundador Gustavo Gallón Giraldo.


    Operación “Paseo I y II”: en contra de los magistrados de las altas cortes, entre los que se destacan en los memorandos del G-3, los miembros de la Corte Constitucional Rodrigo Escobar Gil, Clara Inés Vargas Hernández, Jaime Araujo Rentería, Álvaro Tafur Galvis, Alfredo Beltrán Sierra, Marco Gerardo Monroy Cabra, Jaime Córdoba Triviño y Rodrigo Uprimny Yepes.


    Una de esas 103 carpetas llamó la atención de los investigadores de la Fiscalía. En la AZ 57 aparecen varias referencias al presidente Álvaro Uribe, la mayoría de ellas escritas a mano por el coordinador del grupo ilegal Jaime Ovalle, quien anotaba en la parte superior derecha de los folios las palabras “Presidente Uribe” o “Presidente”. Con base en ese hallazgo, el 8 de marzo de 2011, la Fiscalía remitió copias de esa carpeta a la Comisión de Acusaciones de la Cámara de Representantes para que investigara a Uribe por las acciones ilegales del DAS.


    Detectives del organismo realizaron un acta “reservada” el 12 de agosto de 2005 en el que dejaron consignadas las posturas de los magistrados de la Corte Constitucional frente a la reforma constitucional que permitió la reelección del presidente Uribe. En el cuadro se determina la posición ideológica de cada miembro, que en ese entonces, eran más quienes se oponían en la Corte, que los que estaban de acuerdo, con declarar exequible un segundo gobierno de Álvaro Uribe. El folio fue marcado por el G-3 con la evidencia manuscrita “Presidente” y fue realizado después de un trabajo de inteligencia a los magistrados de la Corte Constitucional. Así la Presidencia de la República utilizaba al organismo de inteligencia estatal con fines políticos.
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    También se dieron instrucciones para perseguir y esculcar la vida privada de líderes sindicales, políticos de oposición como Gustavo Petro, Piedad Córdoba y Wilson Borja y otras organizaciones de derechos humanos como la Corporación Minga, Redepaz, Asamblea Nacional por la Paz, Comunidad de Paz de San José de Apartadó, CINEP, Justice for Colombia, la Federación Internacional de Derechos Humanos (FIDH), Human Rights Watch, entre otras.


    Además aparecen en los registros del G-3, el periodista Carlos Arturo Lozano Guillén, director del semanario Voz y miembro del Partido Comunista colombiano, el entonces senador del Polo Democrático Carlos Gaviria Díaz, Luis Eduardo Garzón, quien para la fecha de los memorandos secretos era el alcalde Mayor de Bogotá; Ramiro Bejarano Guzmán, abogado y columnista del periódico El Espectador, la periodista independiente Claudia Julieta Duque, el director de Noticias Uno Daniel Coronell Castañeda y el periodista Félix de Bedout de la W Radio, entre otros.


    “Todas las órdenes eran dadas de carácter verbal”, expresó Ovalle Olaz. Narváez manifestó que no existirían documentos escritos al respecto, las reuniones no generarían actas para garantizar que no hubiera archivo de ellas “por la sensibilidad y secreto de la información”. La junta se llevaba a cabo dos veces al mes con “el fin de informar sobre las estrategias de las ONG contra el Estado colombiano a nivel nacional e internacional” y también participarían los directores de Inteligencia que para el periodo de operación del G-3 fueron Gian Carlo Auque de Silvestri y Enrique Alberto Ariza Rivas, añadió Ovalle.


    Supuestamente a esas reuniones no asistía el director del DAS Jorge Noguera porque para esa labor estaba a cargo su asesor Narváez, aunque sí estaba al tanto de las actividades que estaba desarrollando el G-3. Jaime Ovalle le dijo al fiscal que lo interrogó que por lo menos en dos ocasiones acompañó a Narváez a la oficina de Jorge Noguera para entregarle un balance sobre las actividades del grupo para que éste le emitiera las alertas a la Casa de Nariño.


    La dirección de Inteligencia a cargo de Auque y después de Ariza, además de establecer los objetivos del G-3 con José Miguel Narváez, era la encargada de autorizar el apoyo de las subdirecciones de Inteligencia (Operaciones, Análisis, Contrainteligencia) para la recopilación de información y los “cursos de acción” sobre los ‘blancos’ a través de apoyo humano y logístico para las operaciones, es decir, detectives y vehículos para el espionaje y los seguimientos; y la interceptación de abonados telefónicos y correos electrónicos de las personas que consideraron como “enemigos de la seguridad democrática”.


    “A mí me llegaban procedente de la dirección general de Inteligencia, las interceptaciones telefónicas y de correos de organizaciones e integrantes de ONG, que previamente habían sido señalados como objetivos, por parte de las directivas, en las reuniones que he hecho mención”, reveló a la justicia Jaime Fernando Ovalle, días después de su captura el martes 22 de septiembre de 2009.


    El contenido de las grabaciones interceptadas a los ‘blancos’ del G-3 se las entregaba a Jaime Fernando Ovalle Olaz en un CD el director de Inteligencia Enrique Ariza o en otras ocasiones delegados de la subdirección de Contrainteligencia que estaban a cargo de esa labor. “Una vez me llegaba a mí, el grupo G-3 imprimía la información y su contenido lo incorporaba a las hojas de vida de los objetivos”, añadió el coordinador.


    Cuando la Fiscalía le preguntó a Ovalle Olaz si tenía conocimiento de la autorización judicial para realizar las interceptaciones ilegales de los teléfonos y correos de defensores de derechos humanos, periodistas y de políticos de oposición, él respondió que no conocía de soportes legales pero que presumía que existían porque eran ordenados por las directivas del DAS. Prácticamente aceptando que desde el G-3 estaban infringiendo la ley y defraudando al Estado.


    La diligencia de inspección determinó que el G-3, desde el año 2003 en adelante, obtenía las grabaciones de abonados telefónicos y correos electrónicos de personas naturales y jurídicas que eran almacenadas en los discos duros que se encontraron en un cuarto del DAS que fue bautizado como “Sala Vino”.


    El coordinador del G-3 justificaba las acciones del grupo con el argumento de que su labor en el DAS preservaba “la seguridad nacional ante amenazas y riesgos” que representaban “actores sociales y políticos”. Las ONG se encargaban de “adelantar una guerra política de desprestigio contra el Estado colombiano, ante organizaciones mundiales de derechos humanos” y, según él, buscaban determinar los posibles vínculos con “terroristas como las Farc y el Eln”. Esas palabras de Jaime Fernando Ovalle, después de la reunión que tuvo con José Miguel Narváez y luego de escuchar el discurso del presidente Uribe contras las organizaciones de derechos humanos, indicaban que en el DAS habían tomado en serio la orden de “proceder” en contra de las ONG porque eran “traficantes de derechos humanos”, dirigidas por “politiqueros al servicio del terrorismo”.


    En el folio 211 de la AZ 33, documentos que se encuentran en cadena de custodia por la investigación que adelanta la Fiscalía del grupo denominado G-3, aparece el acta de una reunión confidencial celebrada el 8 de marzo de 2005 en la que participaron el director del DAS Jorge Noguera, el asesor José Miguel Narváez, el director de Inteligencia Enrique Ariza, la directora general Operativa Jacqueline Sandoval y el subdirector de Operaciones Carlos Alberto Arzayus Guerrero, cuyo objetivo era impartir instrucciones para “obtener información de inteligencia sobre Gustavo Gallón, presidente de la ONG Comisión Colombiana de Juristas y asesor de las Naciones Unidas en derechos humanos”.


    La mayoría de directivos que participaron en la reunión para iniciar las labores de inteligencia no las firmaron porque José Miguel Narváez volvió a reiterar que “por la sensibilidad de la información no es pertinente dejar nada por escrito”. Entonces ese documento solamente lo certificaron Jaime Fernando Ovalle y Carlos Alberto Arzayus.


    En otro de los memorandos del DAS aparece la fotografía de un hombre que no lograron identificar, pero por el solo hecho de haber participado en una marcha de unos trabajadores lo incluyeron en los archivos del G-3. El documento reservado dice: “Persona que gritaba arengas en contra del gobierno”.


    Los detectives encargados de las operaciones tenían que conseguir información sobre la estructura laboral y familiar de cada ‘blanco’ para la composición de lo que ellos denominaron “hoja de vida”, que era un sistema de recopilación de información íntima de las personas víctimas del G-3, para luego realizar las presentaciones en Power Point que les exigiría el asesor José Miguel Narváez en la sala de juntas para ordenar los cursos de acción en contra de cada objetivo.
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    Dichas exposiciones, por ejemplo, incluían los nombres y cargos del personal de una ONG con sus respectivas fotografías. Hacían un perfil psicológico de cada directivo con el fin de determinar cuál podría ser la acción desestabilizadora que podrían hacer en contra de la persona. Incluyeron la identificación de vicios y debilidades, gustos y detalles de la mayor intimidad. “Se nos exigía que las hojas de vida tuvieran datos básicos como fotografías, información sobre el núcleo familiar, actividades desarrolladas, representación nacional e internacional, situación económica”, expresó uno de los detectives del G-3.


    En las carpetas que contienen la información sobre la operación “Transmilenio”, en contra de las organizaciones de derechos humanos, aparecen memorandos “secretos” del DAS que dan cuenta de la revisión que hicieron de las canecas de la basura de la casa de Alirio Uribe Muñoz, presidente del Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo. En los desechos encontraron los apuntes escolares de uno de sus hijos que para esa época era menor de edad. Los detectives que recibieron la orden para perseguir a Uribe Muñoz, conservaron el cuaderno del joven para elaborar un informe psicológico de la familia y así ejecutar la estrategia para intimidar personal y laboralmente al abogado. La exhaustiva indagación incluyó la elaboración de los perfiles de toda su estructura familiar y de amistades. A la empleada doméstica de su hogar la vigilaron constantemente desde una residencia cercana a la casa de Uribe Muñoz que el DAS arrendó —y pagó con dineros públicos— para fotografiar a las personas que ingresaban a esa residencia. La Fiscalía estableció que por lo menos en dos oportunidades detectives del DAS lograron entrar a la casa de Alirio Uribe Muñoz para convencer a la señora del servicio que les suministrara información personal de esa familia.


    Entonces el trabajo ilegal del DAS no sólo consistió en interceptaciones telefónicas y electrónicas, sino en seguimientos incluso al exterior de todas las personas a las que José Miguel Narváez estableció como objetivos del G-3, tal y como lo pidió públicamente el presidente Uribe en su discurso de septiembre de 2003.


    
      
        6. Morris, Hollman. “Declaración de guerra a los defensores de derechos humanos”. Contravía. Programa emitido el 14 de septiembre de 2003 por el canal Uno. Colombia.

      


      
        7. Morris, Hollman. “La cacería criminal del DAS” en Las perlas uribistas. Editorial Random House Mondadori. Colombia.

      


      
        8. Declaraciones de Jaime Fernando Ovalle Olaz ante la Fiscalía General de la Nación, celebrabas los días 1 de julio, 22 de septiembre y 10 de diciembre de 2009. En dichas diligencias reveló los nombres de los detectives que conformaron el grupo especial de inteligencia G-3 del DAS.
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